Proyecto de Declaración

La Cámara de Diputados manifiesta su más profunda preocupación ante la inminente aplicación de la ley nacional Nº 25.873 modificatoria de la “Ley Nacional de Telecomunicaciones” Nº 19.798 y su decreto reglamentario Nº1.653/2004, normativa por la cual se produce una grave intromisión  en la privacidad de los ciudadanos al establecer un control sobre sus comunicaciones y sus hábitos de navegación en la red, además de la obligación de los prestadores de servicios de registrar y sistematizar datos de sus clientes para posteriores consultas del estado.-

Fundamentos

Sr. Presidente:

En Diciembre de 2003, en la ultima sesión de ese periodo ordinario del Senado de la Nación fue sancionada la ley Nº 25.873, por la cual se modifica la ley Nacional de Telecomunicaciones y se establece que los prestadores de servicios de telecomunicaciones deberán disponer de los recursos humanos y técnicos necesarios para lograr la captación y derivación de las comunicaciones que transmiten a los fines que sean observadas remotamente a pedido del Poder Judicial o el Ministerio Publico.

La ley además prevé, que los prestadores deberán registrar y sistematizar todos los datos de sus usuarios y llevar un registro de sus comunicaciones, para su posible consulta sin cargo por parte del Poder Judicial o Ministerio Publico.

Por ultimo, y a sabiendas del daño que una norma de este tipo puede causar, el Estado expresamente, asume la responsabilidad por los daños que este control remoto de comunicaciones puede causar.

En noviembre del año pasado esta norma fue reglamentada por el Decreto 1.653/2004 que agravó sus consecuencias prácticas.

Sin intenciones de hacer un exhaustivo análisis legal y antes de avanzar podemos decir que la ley y su decreto reglamentario viola de forma manifiesta el Art. 18 de la Constitución Nacional, que establece la inviolabilidad del domicilio y  la correspondencia, viola la privacidad de los datos personales y la personal decisión  de a quien dárselos y por fin, destruye y aplasta un principio fundamental de la Constitución y basamento de la sociedad toda: el Art. 19, que expresamente establece:

“Artículo 19- Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe.”

Lo que se pretende implementar, es similar a lo ya existente tanto en Europa como en Estados Unidos, donde sus agencias de inteligencia controlan de forma preventiva millones de e-mails a los fines de poder evitar atentados terroristas, cuestión que no logro mayores resultados, ya que seguramente quien pretende delinquir no utilizan estos medios.

No creemos que la inseguridad sea un tema menor y que no requiera de la avocación de todo los organismos del estado a los fines de encontrar una solución, pero no será a través de la  restricción de derechos fundamentales como lograremos paliarla, será tratando los problemas de fondo, pobreza, desempleo, exclusión, educación, etc.

En ese camino deben estar direccionadas las medidas que se tomen y no en el de las restricciones de índole fascista y donde el estado se transforma en una suerte de “Gran Hermano” que todo lo ve.

Por ello esta Cámara manifiesta su preocupación ante lo que entiende una grave intromisión en los derechos de los ciudadanos.

Por lo expuesto solicito a mis pares el acompañamiento en  la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.-

